
 
 
 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “E” 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

Radicación: 11001-33-35-026-2019-00302-01 (Expediente digital) 

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Luz Marina Espinel Gómez 

Demandada: La Nación – Ministerio de Educación Nacional– Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Asunto: Admite recurso de apelación  

 

 

La señora Luz Marina Espinel Gómez actuando a través de apoderado, interpuso el recurso 

de apelación contra la sentencia de siete (7) de diciembre de dos mil veinte (2020), proferida 

por el Juzgado Veintiséis (26) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio 

de la cual negó las pretensiones de la demanda (Doc. No.8, expediente digital Samai), 

actuación que se notificó a las partes por medio electrónico el 10 de diciembre de la misma 

anualidad1.  

 

Ahora bien, se observa que la parte actora radicó el recurso de apelación por medio 

electrónico el quince (15) de diciembre de dos mil veinte (2020)2. En ese orden, teniendo 

en cuenta que el recurso aludido fue interpuesto en vigencia de la Ley 1437 de 2011, ante 

el tránsito legislativo se dará aplicación al inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 

20213, que a su tenor literal expresa:  

 

“Artículo 86. Régimen de vigencia y transición normativa. La presente ley 

rige a partir de su publicación, con excepción de las normas que modifican 

las competencias de los juzgados y tribunales administrativos y del 

Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas 

que se presenten un año después de publicada esta ley.  

Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los 

artículos 218 a 222 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la 

presente ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 

1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. De 

conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el 

artículo 624 del Código general del Proceso, las reformas procesales 

introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de 

procedimiento desde el momento de su publicación y solo respecto de los 

procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. 

                                                           
1 Documento No. 9, expediente digital Samai.  
2 Documento No. 10, expediente digital Samai. 
3 “por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 

1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la 

jurisdicción.” 



Radicación: 11001-33-35-026-2019-00302-01 (Expediente digital) 

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Luz Marina Espinel Gómez 

Demandada: Nación - Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
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En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de 

pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 

iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 

incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se 

regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se 

decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, 

empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o 

comenzaron a surtirse las notificaciones.” (Se destaca).   

 

En tal sentido, y en vista de que el recurso aludido cumple los requisitos legales, toda vez 

que se interpuso y sustento oportunamente según el memorial visible en el documento No. 

10 del expediente digital, este tribunal es competente para conocer del mismo, tal y como 

lo dispone el artículo 153 CPACA, por lo tanto, se admitirá de conformidad con lo previsto 

en el artículo 247 ibídem. 

 

En mérito de lo expuesto, se 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ADMITIR el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra 

la sentencia del siete (7) de diciembre de dos mil veinte (2020), proferida por el Juzgado 

Veintiséis (26) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio de la cual negó 

las pretensiones de la demanda. 

 

SEGUNDO: Notifíquese por estado a las partes con la inserción de la presente providencia, 

debiéndose remitir el mensaje de datos a la dirección electrónica que suministraron las 

mismas, de conformidad con los artículos 201 del CPACA y 9.º del Decreto 806 de 2020.  

 

TERCERO: Notifíquese personalmente al Agente del Ministerio Público, de conformidad 

con lo establecido en el inciso 3.º del artículo 198 del CPACA, en concordancia con el 

artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 2012, y atendiendo 

a lo señalado en el art. 8.º del Decreto 806 de 2020.  

 

CUARTO: Una vez surtido el trámite anterior, deberá ingresar el expediente al Despacho 

para lo pertinente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado electrónicamente 

JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 

 
   

Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 

su encabezado, y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 

el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el 

enlace: http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador  
 

DV 

 

 

http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador


 
 
 

 

 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “E” 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

Radicación: 11001-33-42-052-2019-00264-01 (Expediente digital) 

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Luis Alejandro Zapata Casas 

Demandada: Nación - Ministerio de Defensa Nacional- Armada Nacional 

Asunto: Admite recurso de apelación  

 

 

El señor Luis Alejando Zapata Casas actuando a través de apoderado, interpuso el recurso 

de apelación contra la sentencia de catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020), 

proferida por el Juzgado Cincuenta y Dos (52) Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá, por medio de la cual negó las pretensiones de la demanda (Doc. No.31, expediente 

digital Samai), actuación que se notificó a las partes por medio electrónico el 15 de 

diciembre de la misma anualidad1.  

 

Ahora bien, se observa que la parte actora radicó el recurso de apelación por medio 

electrónico el dieciocho (18) de enero de dos mil veinte (2020)2. En ese orden, teniendo en 

cuenta que el recurso aludido fue interpuesto en vigencia de la Ley 1437 de 2011, ante el 

tránsito legislativo se dará aplicación al inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 20213, 

que a su tenor literal expresa:  

 

“Artículo 86. Régimen de vigencia y transición normativa. La presente ley 

rige a partir de su publicación, con excepción de las normas que modifican 

las competencias de los juzgados y tribunales administrativos y del 

Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas 

que se presenten un año después de publicada esta ley.  

Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los 

artículos 218 a 222 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la 

presente ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 

1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. De 

conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el 

artículo 624 del Código general del Proceso, las reformas procesales 

introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de 

procedimiento desde el momento de su publicación y solo respecto de los 

procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. 

En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de 

pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 

                                                           
1 Documento No. 32, expediente digital Samai.  
2 Documento No. 34, expediente digital Samai. 
3 “por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 

1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la 

jurisdicción.” 
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iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 

incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se 

regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se 

decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, 

empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o 

comenzaron a surtirse las notificaciones.” (Se destaca).   

 

En tal sentido, y en vista de que el recurso aludido cumple los requisitos legales, toda vez 

que se interpuso y sustento oportunamente según el memorial visible en el documento No. 

34 del expediente digital, este tribunal es competente para conocer del mismo, tal y como 

lo dispone el artículo 153 CPACA, por lo tanto, se admitirá de conformidad con lo previsto 

en el artículo 247 ibídem. 

 

En mérito de lo expuesto, se 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ADMITIR el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra 

la sentencia del catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020), proferida por el Juzgado 

Cincuenta y Dos (52) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio de la cual 

negó las pretensiones de la demanda. 

 

SEGUNDO: Notifíquese por estado a las partes con la inserción de la presente providencia, 

debiéndose remitir el mensaje de datos a la dirección electrónica que suministraron las 

mismas, de conformidad con los artículos 201 del CPACA y 9.º del Decreto 806 de 2020.  

 

TERCERO: Notifíquese personalmente al Agente del Ministerio Público, de conformidad 

con lo establecido en el inciso 3.º del artículo 198 del CPACA, en concordancia con el 

artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 2012, y atendiendo 

a lo señalado en el art. 8.º del Decreto 806 de 2020.  

 

CUARTO: Una vez surtido el trámite anterior, deberá ingresar el expediente al Despacho 

para lo pertinente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado electrónicamente 

JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 

 
   

Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 

su encabezado, y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 

el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el 

enlace: http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador  
 

DV 

 

http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador


 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “E” 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Radicación: 25307-33-33-001-2017-00263-01 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Demandante: Yudy Elvira Aya Toro 
Demandada: Nación- Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional   
Asunto: Traslado para alegar de conclusión 

 
 
De conformidad con lo establecido por el inciso 4.º del artículo 247 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 
artículo 623 del Código General del Proceso, córrasele traslado a las partes por el término 
común de diez (10) días para que presenten sus alegatos de conclusión, y una vez vencido 
éste, désele traslado al Agente del  Ministerio Público asignado al proceso, por un término 
igual, para que si a bien lo tiene emita su concepto, sin que se pueda retirar el expediente 
del Tribunal. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

Firmado electrónicamente 
JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
 
 

Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 
su encabezado, y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 
el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el 
enlace: http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador  
 
 
HV 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “E” 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Radicación: 11001-33-35-007-2015-00761-02 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Demandante: Luis Carlos Martínez Suárez 
Demandada: Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional 
Asunto: Admite recurso de apelación 

 
 
El señor Luis Carlos Martínez Suárez actuando a través de apoderado, interpuso recurso de 
apelación contra la sentencia de trece (13) de noviembre de dos mil veinte (2020), proferida 
por el Juzgado Séptimo (7.º) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio de 
la cual negó las pretensiones de la demanda (Expediente Digital Samai - Índice No. 2 
Documento No. 15). 
 
Ahora bien, se observa que la parte demandante elevó el recurso por medio electrónico el 
día 01 de diciembre de 20201. En ese orden, teniendo en cuenta que el aludido recurso fue 
interpuesto en vigencia de la Ley 1437 de 2011, ante el tránsito legislativo se dará 
aplicación al inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 20212, que a su tenor literal 
expresa:  
 

“Artículo 86. Régimen de vigencia y transición normativa. La presente ley 
rige a partir de su publicación, con excepción de las normas que modifican 
las competencias de los juzgados y tribunales administrativos y del 
Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas 
que se presenten un año después de publicada esta ley.  
Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los 
artículos 218 a 222 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la 
presente ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 
1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. De 
conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el 
artículo 624 del Código general del Proceso, las reformas procesales 
introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de 
procedimiento desde el momento de su publicación y solo respecto de los 
procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. 
En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de 
pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 
iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 
incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se 
regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se 

 
1 Expediente Digital Samai - Índice No. 2 Documento No. 17 
2 “por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 
1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la 
jurisdicción.” 



Radicación: 11001-33-35-007-2015-00761-02 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Demandante: Luis Carlos Martínez Suárez 
Demandada: Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional 
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decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, 
empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o 
comenzaron a surtirse las notificaciones.” (se destaca).   

 
En tal sentido, y en vista que el recurso cumple con los requisitos legales, toda vez que se 
interpuso y sustentó oportunamente según el memorial visible en el índice No. 2 
Documento No. 17 del expediente digital SAMAI, este tribunal es competente para conocer 
del mismo, tal y como lo dispone el artículo 153 CPACA, por lo tanto, lo admitirá de 
conformidad con lo previsto en el artículo 247 ibídem. 
 
En mérito de lo expuesto, se 
 

RESUELVE:  
 

PRIMERO: ADMITIR el recurso de apelación interpuesto por el señor Luis Carlos 
Martínez Suárez contra la sentencia de trece (13) de noviembre de dos mil veinte (2020), 
proferida por el Juzgado Séptimo (7.º) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por 
medio de la cual negó las pretensiones de la demanda. 
 
SEGUNDO: Notifíquese por estado a las partes con la inserción de la presente providencia, 
debiéndose remitir el mensaje de datos a la dirección electrónica que suministraron las 
mismas, de conformidad con los artículos 201 del CPACA y 9.º del Decreto 806 de 2020.  
 
TERCERO: Notifíquese personalmente al Agente del Ministerio Público, de conformidad 
con lo establecido en el inciso 3.º del artículo 198 del CPACA, en concordancia con el 
artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 2012, y atendiendo 
a lo señalado en el art. 8.º del Decreto 806 de 2020.  
 
CUARTO: Una vez surtido el trámite anterior, deberá ingresar el expediente al Despacho 
para lo pertinente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

Firmado electrónicamente 
JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
 
 
Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 
su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 
el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace: 
http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 
 
HV.  

 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “E” 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Radicación: 11001-33-35-012-2018-00158-02 
Medio de control: Ejecutivo 
Demandante: Blanca Cecilia Ruiz Quiroga 
Demandada: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP 
Asunto: Admite recurso de apelación 

 
 
La UGPP actuando a través de apoderada, interpuso recurso de apelación contra la 
providencia de veintiséis (26) de enero de dos mil veintiuno (2021), proferida por el 
Juzgado Doce (12) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio de la cual 
ordenó seguir adelante la ejecución (Expediente Digital Samai - Índice No. 2 Documento 
No. 4 y Documento No. 5 Fls. 384 - 390). 
 
Teniendo en cuenta que el recurso aludido cumple los requisitos legales, toda vez que se 
interpuso y sustentó oportunamente según se observa en el Índice No. 2 Documento No. 5 
Fls. 390 – 399 del expediente digital Samai, este tribunal es competente para conocer del 
mismo, tal y como lo dispone el artículo 153 CPACA, por lo tanto, lo admitirá de 
conformidad con lo previsto en el artículo 247 ibídem modificado por el artículo 67 de la 
Ley 2080 de 2021. 
 
En mérito de lo expuesto, se 
 

RESUELVE:  
 

PRIMERO: ADMITIR el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada 
contra la sentencia de veintiséis (26) de enero de dos mil veintiuno (2021), proferida por el 
Juzgado Doce (12) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio de la cual 
ordenó seguir adelante la ejecución. 
 
SEGUNDO: Notifíquese por estado a las partes con la inserción de la presente providencia, 
debiéndose remitir el mensaje de datos a la dirección electrónica que suministraron las 
mismas, de conformidad con el artículo 201 del CPACA modificado por el artículo 50 de 
la Ley 2080 de 2021. 
 
TERCERO: Notifíquese personalmente al Agente del Ministerio Público, de conformidad 
con lo establecido en el inciso 3.º del artículo 198 del CPACA, en concordancia con el 
artículo 199 ibídem. 
 
CUARTO: Una vez surtido el trámite anterior, teniendo en cuenta que no hay pruebas por 
practicar, deberá ingresar el expediente al Despacho para dictar sentencia, conforme el 
numeral 5.º del artículo 247 del CPACA modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 
2021. 
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Demandante: Blanca Cecilia Ruiz Quiroga 
Demandada: UGPP 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

Firmado electrónicamente 
JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
 
 
Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 
su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 
el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace: 
http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 
 
HV.  

 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “E” 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Radicación: 25000-23-42-000-2021-00032-00 
Medio de control: Ejecutivo 
Demandante: Alvaro Simeón Beltrán Rodríguez  
Demandada: Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones 
Asunto: Remite por conexidad 

 
 
Revisado el expediente, se advierte que el mismo es asignado por reparto al suscrito 
magistrado a fin de que resuelva la solicitud de cumplimiento de la providencia emitida el 
veintisiete (27) de mayo de dos mil catorce (2014), por la Sección Segunda Subsección “E” 
de Descongestión de esta corporación, por la cual se ordenó a la Administradora 
Colombiana de Pensiones, en adelante Colpensiones, a reliquidar y pagar la pensión del 
señor Alvaro Simeón Beltrán Rodríguez conforme lo dispuesto en la Ley 6.ª de 1945. 
 
Pues bien, de acuerdo con el artículo 297 del CPACA, constituye título ejecutivo las 
sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas 
dinerarias. 
 
A su vez, el artículo 298 del CPACA, modificado por el artículo 80 de la Ley 2080 de 2021, 
establece que el juez competente para tramitar el proceso ejecutivo derivado de una 
sentencia judicial dictada por esta jurisdicción, es el mismo funcionario, atendiendo el 
factor conexidad, en los siguientes términos:  
 

“ARTÍCULO 298. PROCEDIMIENTO. Una vez transcurridos los 
términos previstos en el artículo 192 de este código, sin que se haya 
cumplido la condena impuesta por esta jurisdicción, el juez o magistrado 
competente, según el factor de conexidad, librará mandamiento ejecutivo 
según las reglas previstas en el Código General del Proceso para la 
ejecución de providencias, previa solicitud del acreedor.” 

 
Por su parte, el Código General del Proceso, en su artículo 306, señala: 
 

“ARTÍCULO 306. EJECUCIÓN. Cuando la sentencia condene al pago de 
una suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 
secuestradas en el mismo proceso, o al cumplimiento de una obligación de 
hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá solicitar la 
ejecución con base en la sentencia, ante el juez del conocimiento, para que 
se adelante el proceso ejecutivo a continuación y dentro del mismo 
expediente en que fue dictada.” 
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Medio de control: Ejecutivo 
Demandante: Alvaro Simeón Beltrán Rodríguez 
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El Consejo de Estado, en Auto Interlocutorio I.J. O-001-2016 de 25 de julio de 2016, 
dictado dentro del expediente No. 11001-03-25-000-2014-01534, con ponencia del 
Consejero William Hernández Gómez, al analizar la competencia para conocer de los 
procesos ejecutivos promovidos dentro de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, 
sostuvo lo siguiente: 
                

“…El Factor de conexidad en materia de distribución de competencias.  
Con el fin de adoptar postura frente a dicha controversia, cabe resaltar que 
“La competencia ha sido comúnmente concebida como la porción, la 
cantidad, la medida o el grado de la jurisdicción que corresponde a cada 
juez o tribunal, mediante la determinación de los asuntos que le 
corresponde conocer, atendidos determinados factores (materia, cuantía, 
lugar, etc). 
La misma se fija “[…] de acuerdo con distintos factores, a saber: la 
naturaleza o materia del proceso y la cuantía (factor objetivo), la calidad 
de las partes que intervienen en el proceso (factor subjetivo), la naturaleza 
de la función que desempeña el funcionario que debe resolver el proceso 
(factor funcional), el lugar donde debe tramitarse el proceso (factor 
territorial), el factor de conexidad. […]”(negrillas fuera de texto). 
Así mismo, es necesario destacar lo expuesto por la doctrina colombiana 
frente al factor de conexión o de conexidad, el cual se acepta en cuanto 
contribuye a definir concretamente qué juez conocerá de un determinado 
proceso y del que se propone como uno de sus ejemplos clásicos, 
precisamente, la ejecución forzada de la sentencia a continuación del 
proceso ordinario que origina la providencia que sirve de título ejecutivo. 
En efecto, la conexidad encuentra su principal razón de ser en el principio 
de la economía procesal, el cual consiste en conseguir el mayor resultado 
con el mínimo de actividad de la administración de justicia y con el menor 
desgaste técnico y económico de los sujetos procesales, lo que a su vez 
contribuye a la celeridad en la solución de los litigios, es decir, se imparte 
justicia de manera pronta y cumplida. 
Su fundamento es facilitar la solución de la litis, “[…] utilizando el 
material acumulado, y satisfacer exigencias de carácter práctico y de 
economía procesal.  De allí que mediante su aplicación por causa de 
hallarse vinculadas con el objeto principal de la litis, son llevadas a 
conocimiento del mismo juez cuestiones que en atención a su monto o 
naturaleza pudieran ser de la competencia de otros jueces. Y ha de 
entenderse por cuestiones conexas no sólo las incidentales dentro del 
proceso principal, sino -asimismo- las añejas o estrechamente relacionadas 
con el proceso que primero ha tenido existencia o que son su consecuencia 
[…]. 
A ello se agrega que este tipo de asuntos se tramitan ante el juez que 
conoció el proceso en primera instancia, así este no haya proferido la 
sentencia de condena, como ocurre en los asuntos en los que se niegan las 
pretensiones y el juez de segunda instancia revoca y accede, o cuando el a 
quo condena pero el ad quem modifica la sentencia. 
Lo anterior, en la medida en que no puede pensarse que por el hecho de la 
revocatoria o modificación de la sentencia, la competencia para el 
conocimiento del asunto varía, pues lo que persigue la norma es conservar 
el factor de conexidad en materia de competencia, bajo la regla procesal 
según la cual, el juez de la acción será el juez de la ejecución de la 
sentencia, factor de competencia arraigado desde el mismo Código de 
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Procedimiento Civil, ahora también previsto en el artículo 306 del Código 
General del Proceso” 

 
Entonces, la asignación de competencia en cabeza del juez que profirió la sentencia 
constitutiva de título ejecutivo tiene sustento en el factor de conexidad, que encuentra su 
razón de ser en el principio de economía procesal, el cual a su vez pretende conseguir el 
mayor resultado con el mínimo de actividad de la administración de justicia y el menor 
degaste técnico y económico de los sujetos procesales, lo que contribuye a la celeridad en 
la solución de los litigios.  
 
Afirma la alta corporación judicial que el juez de la acción será el juez de la ejecución, 
empero aclara que este tipo de asuntos se tramitan ante la autoridad judicial que conoció el 
proceso en primera instancia, así este no haya proferido la sentencia de condena. Lo 
anterior, en la medida en que no puede pensarse que por el hecho de la revocación o 
modificación de la sentencia, la competencia para el conocimiento del asunto varía, pues lo 
que persigue la norma es conservar el factor de conexidad en materia de competencia.  
 
Finalmente, concluye la mencionada colegiatura que existe un motivo práctico y de 
conveniencia para tal interpretación, consistente en la claridad y seguridad jurídica que 
brinda al usuario de la justicia la adopción de este criterio de competencia, pues ciertamente, 
por diversos motivos, en algunas oportunidades las providencias no contienen condenas 
precisas y en concreto, y con frecuencia se acude a órdenes abstractas y ambiguas que “poco 
favor le hacen a la claridad que deben contener los títulos ejecutivos”.  
 
Ante tal inconveniente, resalta una solución a través del denominado factor de conexidad, 
al indicar:  
 

“Ahora bien, lo anterior no obsta para que en caso de ser necesaria la 
ejecución de la sentencia, sea porque a) no hay acuerdo interpretativo del 
título y su cumplimiento, b) porque no existe voluntad, o c) hay dificultad 
para su ejecución por parte del obligado, el proceso de ejecución fluya sin 
mayores inconvenientes con la interpretación de autoridad que puede 
dar el funcionario que la profirió, gracias al factor de 
conexidad”(Negrilla y subrayado fuera del texto).  

 
En tal sentido de acuerdo con lo anticipado en el caso bajo análisis, la sentencia que 
constituye el título ejecutivo bajo la cual se dirige la acción ejecutiva fue emitida, por el 
Despacho del magistrado Ponente Dr. Jorge Hernán Sánchez Felizzola, Sección Segunda, 
Subsección “E” en Descogestión de esta colegiatura, no obstante, fue repartido al suscrito, 
sin observar que conforme al Acuerdo No. PSAA15-10402 de 29 de octubre de 2015, tal 
despacho fue creado con carácter permanente, y en la actualidad se encuentra a cargo del 
magistrado Ramiro Ignacio Dueñas Rugnon. 
 
En ese orden de acontecimientos y atendiendo las pautas sentadas por el Consejo de Estado 
sobre las reglas de competencia por el factor conexidad, el presente asunto deberá enviarse 
al Despacho No. 15 de la Sección Segunda, Subsección “E” del Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca, para los efectos legales pertinentes. 
 
En mérito de lo expuesto, se 
 

RESUELVE:  
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1. PRIMERO: REMITIR por factor de conexidad el expediente distinguido con número 
de radicación 25000-23-42-000-2021-00032-00, dentro del cual actúa como ejecutante el 
señor Alvaro Simeón Beltrán Rodríguez, siendo la entidad ejecutada la Administradora 
Colombiana de Pensiones, al Despacho número quince (15) del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda, Subsección “E”, actualmente bajo la dirección del 
magistrado Ramiro Ignacio Dueñas Rugnon, de conformidad con la considerativa de este 
proveído. 
 
SEGUNDO: Por Secretaría de la Subsección, déjense las constancias respectivas en el 
sistema de gestión SAMAI. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

Firmado electrónicamente 
JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
 
 

Nota: Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha 
de su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 
el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace: 
http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 
 
HV.  
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Radicación: 11001-33-42-047-2019-00411-01 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Demandante: Fanny Abella Hernández 
Demandada: Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio 
Asunto: Admite recurso de apelación 

 
 
La señora Fanny Abella Hernández actuando a través de apoderado, interpuso recurso de 
apelación contra la sentencia de diez (10) de noviembre de dos mil veinte (2020), proferida 
por el Juzgado Cuarenta y Siete (47) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por 
medio de la cual negó las pretensiones de la demanda (Expediente Digital Samai - Índice 
No. 2 Documento No. 7). 
 
Ahora bien, se observa que la parte demandante elevó el recurso por medio electrónico el 
día 19 de noviembre de 20201. En ese orden, teniendo en cuenta que el aludido recurso fue 
interpuesto en vigencia de la Ley 1437 de 2011, ante el tránsito legislativo se dará 
aplicación al inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 20212, que a su tenor literal 
expresa:  
 

“Artículo 86. Régimen de vigencia y transición normativa. La presente ley 
rige a partir de su publicación, con excepción de las normas que modifican 
las competencias de los juzgados y tribunales administrativos y del 
Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas 
que se presenten un año después de publicada esta ley.  
Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los 
artículos 218 a 222 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la 
presente ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 
1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. De 
conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el 
artículo 624 del Código general del Proceso, las reformas procesales 
introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de 
procedimiento desde el momento de su publicación y solo respecto de los 
procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. 
En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de 
pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 
iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 
incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se 

 
1 Expediente Digital Samai - Índice No. 2 Documento No. 9 
2 “por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 
1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la 
jurisdicción.” 
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regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se 
decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, 
empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o 
comenzaron a surtirse las notificaciones.” (se destaca).   

 
En tal sentido, y en vista que el recurso cumple con los requisitos legales, toda vez que se 
interpuso y sustentó oportunamente según el memorial visible en el índice No. 2 
Documento No. 9 del expediente digital SAMAI, este tribunal es competente para conocer 
del mismo, tal y como lo dispone el artículo 153 CPACA, por lo tanto, lo admitirá de 
conformidad con lo previsto en el artículo 247 ibídem. 
 
En mérito de lo expuesto, se 
 

RESUELVE:  
 

PRIMERO: ADMITIR el recurso de apelación interpuesto por la señora Fanny Abella 
Hernández contra la sentencia de diez (10) de noviembre de dos mil veinte (2020), proferida 
por el Juzgado Cuarenta y Siete (47) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por 
medio de la cual negó las pretensiones de la demanda. 
 
SEGUNDO: Notifíquese por estado a las partes con la inserción de la presente providencia, 
debiéndose remitir el mensaje de datos a la dirección electrónica que suministraron las 
mismas, de conformidad con los artículos 201 del CPACA y 9.º del Decreto 806 de 2020.  
 
TERCERO: Notifíquese personalmente al Agente del Ministerio Público, de conformidad 
con lo establecido en el inciso 3.º del artículo 198 del CPACA, en concordancia con el 
artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 2012, y atendiendo 
a lo señalado en el art. 8.º del Decreto 806 de 2020.  
 
CUARTO: Una vez surtido el trámite anterior, deberá ingresar el expediente al Despacho 
para lo pertinente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

Firmado electrónicamente 
JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
 
 
Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 
su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 
el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace: 
http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 
 
HV.  
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Radicación: 11001-33-42-057-2019-00184-01 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Demandante: Pedro León Méndez Buenaventura 
Demandada: Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales 
Asunto: Admite recursos de apelación 

 
 
El Ministerio de Educación Nacional y el señor Pedro León Méndez Buenaventura 
actuando a través de sus apoderados, interpusieron recurso de apelación contra la sentencia 
de cinco (5) de marzo de dos mil veinte (2020), proferida por el Juzgado Cincuenta y Siete 
(57) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio de la cual accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda (Fls. 88-98). 
 
Ahora bien, se observa que la sentencia fue notificada a las partes por correo electrónico, 
el seis (6) de marzo de dos mil veinte (2020)1; y los recursos fueron impetrados por ese 
mismo medio el 1.º de julio de 20202. Al respecto, ha de tenerse en cuenta lo dispuesto por 
el Consejo Superior de la Judicatura a través del Acuerdo PCSJA20-11549 de 7 de mayo 
de 2020, artículo 5. Numeral 5.63, y el Acuerdo PCSJA20-11567 de 5 de junio de 20204, lo 
anterior, para concluir que aun cuando la sentencia fue notificada en la fecha reseñada, los 
términos para interposición del recurso empezaron a correr el 1.° de julio de 2020, por lo 
cual la actuación de las partes se encuentra conforme a derecho.   
 
Ahora bien, teniendo en cuenta que los recursos aludidos, fueron interpuestos en vigencia 
de la Ley 1437 de 2011, ante el tránsito legislativo se dará aplicación al inciso final del 
artículo 86 de la Ley 2080 de 20215, que a su tenor literal expresa:  
 

“Artículo 86. Régimen de vigencia y transición normativa. La presente ley 
rige a partir de su publicación, con excepción de las normas que modifican 
las competencias de los juzgados y tribunales administrativos y del 

 
1 Fls. 99- 104  
2 Fls. 109-114 y 115-118 
3 ARTÍCULO 5. Excepciones a la suspensión de términos en materia de lo contencioso administrativo. Se exceptúan 
de la suspensión de términos prevista en el artículo 1 del presente acuerdo las siguientes actuaciones en materia de lo 
contencioso administrativo: (…) 5.6 Las acciones previstas en el Decreto 01 de 1984, cuando los procesos se 
encuentren para dictar sentencia en primera, segunda o única instancia, así como sus aclaraciones o adiciones. Estas 
decisiones se notificarán electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 
hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
4 Artículo 1. Levantamiento de la suspensión de términos judiciales. La suspensión de términos judiciales y 
administrativos en todo el país se levantará a partir del 1 de julio de 2020 de conformidad con las reglas establecidas 
en el presente Acuerdo. 
5 “por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 
1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la 
jurisdicción.” 
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Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas 
que se presenten un año después de publicada esta ley.  
Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los 
artículos 218 a 222 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la 
presente ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 
1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. De 
conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el 
artículo 624 del Código general del Proceso, las reformas procesales 
introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de 
procedimiento desde el momento de su publicación y solo respecto de los 
procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. 
En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de 
pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 
iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 
incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se 
regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se 
decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, 
empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o 
comenzaron a surtirse las notificaciones.” (Se destaca).   

 
En tal sentido, y en vista que los recursos cumplen los requisitos legales, toda vez que se 
interpusieron y sustentaron oportunamente según los memoriales visibles a folios 109 – 114 
y 115-118 del expediente, este tribunal es competente para conocer de los mismos, tal y 
como lo dispone el artículo 153 CPACA, por lo tanto, los admitirá de conformidad con lo 
previsto en el artículo 247 ibídem. 
 
En mérito de lo expuesto, se 
 

RESUELVE:  
 
 

PRIMERO: ADMITIR los recursos de apelación interpuestos por el Ministerio de 
Educación Nacional y el señor Pedro León Méndez Buenaventura contra la sentencia de 
cinco (05) de marzo de dos mil veinte (2020), proferida por el Juzgado Cincuenta y Siete 
(57) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio de la cual accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. 
 
 
SEGUNDO: Notifíquese por estado a las partes con la inserción de la presente providencia, 
debiéndose remitir el mensaje de datos a la dirección electrónica que suministraron las 
mismas, de conformidad con los artículos 201 del CPACA y 9.º del Decreto 806 de 2020.  
 
 
TERCERO: Notifíquese personalmente al Agente del Ministerio Público, de conformidad 
con lo establecido en el inciso 3.º del artículo 198 del CPACA, en concordancia con el 
artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 2012, y atendiendo 
a lo señalado en el art. 8.º del Decreto 806 de 2020.  
 
 
CUARTO: Una vez surtido el trámite anterior, deberá ingresar el expediente al Despacho 
para lo pertinente. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

Firmado electrónicamente 
JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
 
 

Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 
su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 
el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace: 
http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 
 
HV.  
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Radicación: 11001-33-42-057-2018-00363-01 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Demandante: Jaime Cuca Suárez 
Demandada: Instituto Distrital de Recreación y Deporte- IDRD  
Asunto: Admite recurso de apelación 

 
 
El Instituto Distrital de Recreación Deporte, en adelante IDRD, actuando a través de 
apoderado, interpuso el recurso de apelación contra la sentencia de veinte (20) de febrero 
de dos mil veinte (2020) con auto aclaratorio de treinta (30) de julio de la misma anualidad, 
proferida por el Juzgado Cincuenta y Siete (57) Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá, por medio de la cual accedió a las pretensiones de la demanda (Fls. 454-467). 
 
Ahora bien, se observa que la parte demandada, elevó el recurso por medio electrónico el 
día 13 de agosto de 20201. En ese orden, teniendo en cuenta que el recurso aludido, fue 
interpuesto en vigencia de la Ley 1437 de 2011, ante el tránsito legislativo se dará 
aplicación al inciso final del artículo 86 de la Ley 2080 de 20212, que a su tenor literal 
expresa:  
 

“Artículo 86. Régimen de vigencia y transición normativa. La presente ley 
rige a partir de su publicación, con excepción de las normas que modifican 
las competencias de los juzgados y tribunales administrativos y del 
Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas 
que se presenten un año después de publicada esta ley.  
Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los 
artículos 218 a 222 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la 
presente ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 
1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. De 
conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el 
artículo 624 del Código general del Proceso, las reformas procesales 
introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de 
procedimiento desde el momento de su publicación y solo respecto de los 
procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. 
En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de 
pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 
iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 
incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se 
regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se 

 
1 Fls. 488-493 del expediente 
2 “por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 
1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la 
jurisdicción.” 
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2 

decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, 
empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o 
comenzaron a surtirse las notificaciones.” (Se destaca).   

 
En tal sentido, y en vista que el recurso cumple con los requisitos legales, toda vez que se 
interpuso y sustentó oportunamente según el memorial visible a folios 488 – 493 del 
expediente, este tribunal es competente para conocer del mismo, tal y como lo dispone el 
artículo 153 CPACA, por lo tanto, lo admitirá de conformidad con lo previsto en el artículo 
247 ibídem. 
 
En mérito de lo expuesto, se 
 

RESUELVE:  
 

PRIMERO: ADMITIR el recurso de apelación interpuesto por el Instituto Distrital de 
Recreación y Deporte, contra la sentencia de veinte (20) de febrero de dos mil veinte (2020) 
con auto aclaratorio de treinta (30) de julio de la misma anualidad, proferida por el Juzgado 
Cincuenta y Siete (57) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio de la cual 
accedió a las pretensiones de la demanda. 
 
SEGUNDO: Notifíquese por estado a las partes con la inserción de la presente providencia, 
debiéndose remitir el mensaje de datos a la dirección electrónica que suministraron las 
mismas, de conformidad con los artículos 201 del CPACA y 9.º del Decreto 806 de 2020.  
 
TERCERO: Notifíquese personalmente al Agente del Ministerio Público, de conformidad 
con lo establecido en el inciso 3.º del artículo 198 del CPACA, en concordancia con el 
artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 2012, y atendiendo 
a lo señalado en el art. 8.º del Decreto 806 de 2020.  
 
CUARTO: Una vez surtido el trámite anterior, deberá ingresar el expediente al Despacho 
para lo pertinente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

Firmado electrónicamente 
JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
 
 

Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 
su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 
el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace: 
http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 
 
HV.  
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Radicación: 25307-33-33-003-2019-00242-01 (Expediente digital) 

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Ana Rita Sánchez de Rodríguez y otro 

Demandada: Nación- Ministerio de Educación– Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio 

Asunto: Traslado para alegar de conclusión 

 

 

De conformidad con lo establecido por el inciso 4.º del artículo 247 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 

artículo 623 del Código General del Proceso, córrasele traslado a las partes por el término 

común de diez (10) días para que presenten sus alegatos de conclusión, y una vez vencido 

éste, désele traslado al Agente del  Ministerio Público asignado al proceso, por un término 

igual, para que si a bien lo tiene emita su concepto, sin que se pueda retirar el expediente 

del Tribunal. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado electrónicamente 

JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 

 

 
Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de su 

encabezado, y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja el sistema permite 

validar su integridad y autenticidad en el 

enlace: http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador  
 

DV 

 

 

 

http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador
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Bogotá D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Radicación: 25000-23-42-000-2016-03514-00 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Demandante: Vivian Josefina Baquero Daza 
Demandado: Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial 
Asunto: Corre traslado para alegar de conclusión – sentencia 

anticipada 
 
 

1. ASUNTO 
 
Procede el Despacho a correr traslado para alegar de conclusión, en cumplimiento de lo 
preceptuado en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, a través del cual adicionó el 
artículo 182A a la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta los siguientes:  
 

2. ANTECEDENTES 
 
2.1. Por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho, la señora Vivian Josefina Baquero Daza demandó a la 
Rama Judicial- Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, con el objeto de obtener 
lo siguiente:  
 
2.1.1 La nulidad de la Resolución No. 5548 de 21 de septiembre de 2015, por medio de la 
cual la Directora Ejecutiva de Administración Judicial le negó el reconocimiento de unas 
diferencias salariales.   
 
2.1.2 Como consecuencia de lo anterior, pretende que se reconozca que la demandante se 
desempeñó en el cargo de Directora de la Unidad de Auditoría Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura, en el período comprendido entre 9 de agosto de 2000 
al 13 de julio de 2006, equivalente para todos los efectos al cargo de Magistrado Auxiliar 
de las altas cortes. 
 
2.1.3 A título de restablecimiento del derecho pide que se le reconozca y pague la 
diferencia salarial mensual que resulte entre lo que recibió la demandante como salario 
(70%) y lo que debió recibir (80%), en el período comprendido entre el 9 de agosto de 
2000 y el 13 de julio de 2006, con las debidas indexaciones y aplicaciones a todas las 
pretensiones de cuyas diferencias salariales no fueron objeto. 
 
2.2 Contestación de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial2. La entidad 
contestó la demanda en tiempo, oportunidad en la que propuso excepciones de: i) 

 
1 Que regula la sentencia anticipada.  
2 Folios 71-75. 
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Prescripción trienal; ii) Cobro de lo no debido y; iii) la innominada. Además, en el escrito 
de contestación de la reforma a la demanda, la defensa de la demandada planteó las 
siguientes excepciones: i) ineptitud sustantiva de la demandada por falta de agotamiento 
de la sede administrativa, e ii) integración del litis consorcio necesario.  
 

3. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN 
 
3.1. La Ley 2080 de 2021, «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 
administrativo y de lo contencioso administrativo – Ley 1437 de 2011 – y se dictan otras 
disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la 
jurisdicción», vigente a partir del 26 de enero de esta anualidad, día siguiente a su 
publicación, adicionó el artículo 182A al CPACA para regular la sentencia anticipada 
dentro de esta jurisdicción.  
 
La referida normativa señaló las oportunidades en las cuales es posible proferir sentencia 
anticipada antes de la celebración de la audiencia inicial, en los eventos taxativos que 
contempla la norma, y en cualquier estado del proceso. Esto último de la siguiente 
manera:  
 

“ART. 182A.- Adicionado. L. 2080/2021, art. 42. Sentencia 
anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  
1. Antes de la audiencia inicial: (…)  
3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada 
la cosa juzgada, la caducidad, la transacción, la conciliación, la falta 
manifiesta de legitimación en la causa y la prescripción extintiva. (…)  
PAR.- En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la 
razón por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del 
numeral 3º de este artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las 
excepciones se pronunciará.   
Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, 
según se considere. No obstante, escuchados los alegatos, se podrá 
reconsiderar la decisión de proferir sentencia anticipada. En este caso 
continuará el trámite del proceso. (Subrayado fuera del texto original). 

 
Sobre la figura de la sentencia anticipada, el Consejo de Estado3 indicó:  
 

«Que para la jurisdicción de lo contencioso administrativo se establece la 
posibilidad de proferir sentencia anticipada cuando se trate de asuntos de 
puro derecho o no fuere necesario practicar pruebas; cuando las partes o 
sus apoderados de común acuerdo lo soliciten; cuando se encuentre 
probada la cosa juzgada, la transacción, la caducidad, la conciliación, la 
prescripción extintiva y la falta de legitimación en la causa, y en caso de 
allanamiento de conformidad con el artículo 176 de la Ley 1437 de 2011. 
Con esta medida los jueces administrativos podrán culminar aquellos 
procesos que se encuentran en los supuestos de hecho señalados y se 
evitará adelantar la audiencia inicial, de pruebas y/o la de instrucción y 
juzgamiento, circunstancia que agilizará la resolución de los procesos 
judiciales y procurará la justicia material.» 

 

 
3 CE, Sec. Quinta, Auto feb. 25/2021, Rad. 2020-00071-00. M.P. Rocío Araujo Oñate. 
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3.2. Con la reforma introducida por la Ley 2080 de 2021, los medios exceptivos de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y 
prescripción extintiva, se declararán fundados mediante sentencia anticipada, en los 
términos previstos en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA. 
 
3.3. Es procedente señalar que, por medio de estas reformas procedimentales se procura 
dar mayor agilidad y eficiencia a la jurisdicción contenciosa administrativa, de manera 
que se emita un pronunciamiento de fondo y de esta manera se eviten mayores dilaciones. 
 
3.4. Ahora bien, el parágrafo de la norma previamente transcrita dispuso que en la 
providencia que corra traslado para alegar se indicará la razón por la cual se dictará 
sentencia anticipada, y agregó que, si se trata de la causal establecida en el numeral 3.º se 
precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará. 
  
En este sentido, se observa que en el presente asunto la parte demandada propuso la 
excepción de prescripción trienal cuyos argumentos en verdad hacen relación a la 
prescripción extintiva, pues se sustentó en el hecho de que se reclaman unas diferencias 
salariales por el período comprendido entre el 9 de agosto de 2000 al 13 de julio de 2006, 
y que el 11 de septiembre de 2015 la interesada solicitó a la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial el reconocimiento y pago de la incidencia de la prima especial 
que devengan los magistrados de alta corte en el cálculo de la bonificación por 
compensación. 
 
3.5 Adicionalmente, como se trata de la causal establecida en el numeral 3.º del artículo 
182A del CPACA, adicionado por la Ley 2080 de 2021, en cumplimiento del parágrafo 
de la norma mencionada, se precisa que el pronunciamiento se hará sobre la excepción de 
prescripción extintiva, presupuesto que habilita para dictar sentencia anticipada.  
 
Con fundamento en las consideraciones puestas en precedencia, la Sala Unitaria: 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: De conformidad con lo establecido en el parágrafo del artículo 182A del 
CPACA, adicionado por el artículo 42 de la Ley 2018 de 2021, en concordancia con el 
art. 181 ibídem, córrasele traslado a las partes por el término común de diez (10) días para 
que presenten sus alegatos de conclusión, y una vez vencido éste, désele traslado al 
Agente del Ministerio Público asignado al proceso por un término igual, para que si a bien 
lo tiene emita su concepto. 
 
SEGUNDO: En firme esta decisión, regrese el expediente al despacho sustanciador para 
continuar con el trámite de rigor. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

Firmado electrónicamente 
JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
 
 
Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 
su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 
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Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 
el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace: 
http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 



 

 

 

 

 

 
 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN E 

Bogotá D.C, veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

 
Expediente: 25000-23-42-000-2016-05192-00 

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP  

Demandado: Consuelo Brieva de Porras 

 

 

1. ASUNTO 

 

Ingresa el expediente al despacho con memorial a través del cual la parte demandante 

interpone recurso de apelación contra la sentencia de veintinueve (29) de enero de dos mil 

veintiuno (2021)1, proferida por la Sala de Decisión de esta corporación, por medio de la 

cual accedió a las pretensiones de la demanda. 

 

2. MARCO NORMATIVO 

 

El artículo 203 de la Ley 1437 de 2011, respecto a la notificación de las sentencias, 

establece:  

 

“ART. 203. Notificación de las sentencias. Las sentencias se notificarán, 

dentro de los tres (3) días siguientes a su fecha, mediante envío de su texto 

a través de mensaje al buzón electrónico para notificaciones judiciales. En 

este caso, al expediente se anexará la constancia de recibo generada 

por el sistema de información, y se entenderá surtida la notificación 

en tal fecha. (…).” (Se destaca).  

 

Por su parte, el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 67 de la 

Ley 2080 de 2021, en el numeral 1.° dispone:  

 

“Artículo 247. Modificdo. L.2080/2021, art. 67. Trámite del recurso de 

apelación contra sentencias. El recurso de apelación contra las sentencias 

proferidas en primera instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente 

procedimiento: 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 

profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 

notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas en 

audiencia.” (Se resalta). 

 

En virtud de lo anterior, se tiene que la notificación de las sentencias se entiende surtida en 

la fecha en la que se realice el envió a través del mensaje de datos al correo electrónico que 

se hubiere dispuesto para notificaciones judiciales, y que el recurso de apelación deberá 

impetrarse dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación.  

                                                           
1 Folios 378 a 388 
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3. CASO CONCRETO 

 

En este asunto la Sala de decisión profirió sentencia el veintinueve (29) de enero de dos mil 

veintiuno (2021)2, accediendo a las pretensiones de la demanda. Dicha actuación fue 

notificada a través de mensaje de datos el 24 de febrero de 20213, de tal forma que el término 

para interponer el recurso de apelación empezó a correr el 25 de febrero de la misma 

anualidad, venciéndose el 10 de marzo de 2021. No obstante, la parte apelante elevó el 

recurso de apelación el 15 de marzo del mismo año4, por lo cual, teniendo en cuenta la 

normatividad aplicable al asunto, este despacho lo rechazará por extemporáneo. 

 

Ahora bien, no pasa por alto el Despacho que la parte actora dirigió un mensaje a la 

dirección de correo electrónico: scs02sb05tadmincdm01@notificacionesrj.gov.co, el 1.° de 

marzo de 20215; sin embargo, en el mensaje de datos no se observa dato alguno o archivo 

adjunto que contenga la sustentación de la apelación, de ahí que la radicación del recurso 

de apelación se verificó el 15 de marzo de 2021, con el segundo correo remitido al correo 

dispuesto para recepción de memoriales, es decir, por fuera del término dispuesto para 

impetrar la alzada. 

 

En mérito de lo expuesto, se 

 

RESUELVE:  

 

PRIMERO: RECHAZAR por extemporáneo el recurso de apelación interpuesto por la 

parte demandante contra la sentencia de veintinueve (29) de enero de dos mil veintiuno 

(2021), por medio de la cual la Sala de Decisión accedió a las pretensiones de la demanda, 

de conformidad con las consideraciones del presente auto. 

 

SEGUNDO: En firme esta decisión, por la Secretaría de la Subsección “E” se dispondrá el 

archivo del expediente, previas las anotaciones en el sistema de gestión judicial SAMAI. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado electrónicamente 

JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 

 

 
Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de su 

encabezado, y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja el sistema permite 

validar su integridad y autenticidad en el enlace: 

http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 

 
DV.  

 

 

                                                           
2 Folios 378-388. 
3 Folios 389-396. 
4 Folio 399. 
5 Folio 399. 

mailto:scs02sb05tadmincdm01@notificacionesrj.gov.co
http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador
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Expediente: 25000-23-42-000-2016-05839-00 

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Rubén Darío Quiñónez Rengifo     

Demandado: Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones 

Asunto: Aprueba liquidación de costas 

 

  

Procede la Sala Unitaria a pronunciarse frente a la liquidación de costas elaborada por la 

Secretaría de la Subsección. 

 

1. Elementos de orden jurídico  

 

La Ley 1437 de 2011 – Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo –, hizo referencia en el artículo 188 a la condena en costas, señalando que 

salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la 

condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de 

Procedimiento Civil, sin embargo, al ser derogado dicho estatuto, la remisión se hace al 

Código General del Proceso. 

 

Por lo tanto, es preciso acudir a los artículos 365 y 366 del Código General del Proceso, en 

cuanto regulan la liquidación de costas, con el objeto de analizar los parámetros allí 

establecidos para tales efectos. Al respecto, el artículo 365 del CGP señala que, “Se 

condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva 

desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión 

que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código.” En este 

sentido, indica en el numeral 8.º que, “Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente 

aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación.” 

 

Seguidamente, el artículo 366 preceptúa lo relativo a la liquidación, de la siguiente manera: 

 

“ARTÍCULO 366. LIQUIDACIÓN. Las costas y agencias en derecho 

serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido 

del proceso en primera o única instancia, inmediatamente quede 

ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto 

de obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las 

siguientes reglas: 

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o 

rehacerla. 

2. Al momento de liquidar, el secretario tomará en cuenta la totalidad de 

las condenas que se hayan impuesto en los autos que hayan resuelto los 

recursos, en los incidentes y trámites que los sustituyan, en las sentencias 

de ambas instancias y en el recurso extraordinario de casación, según sea 

el caso. 
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3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la 

justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la 

condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y 

correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias en 

derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin 

apoderado. (…) 

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas 

que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas 

establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez tendrá 

en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión 

realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la 

cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda 

exceder el máximo de dichas tarifas. 

5. La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho 

solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición y apelación 

contra el auto que apruebe la liquidación de costas. La apelación se 

concederá en el efecto diferido, pero si no existiere actuación pendiente, 

se concederá en el suspensivo. (…).” (Resaltado fuera de texto). 

 

Ahora bien, como quiera que este proceso fue radicado en el 2 de diciembre de 20161, es 

preciso remitirnos al Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura No. PSAA16-10554 

de 2016, que era el vigente para ese momento, y que reglamentó los valores de costas y 

agencias en derecho.  

 

En la parte considerativa del mencionado acto administrativo se definen las agencias en 

derecho como, “una contraprestación por los gastos en que se incurre para ejercer la defensa 

legal de los intereses dentro de un trámite judicial, en atención a la gestión realizada por el 

apoderado o la parte que litigó personalmente” 

 

Por su parte, el artículo 3.º de la misma norma prevé  que, “para la fijación de agencias en 

derecho el funcionario judicial tendrá en cuenta, dentro del rango de las tarifas mínimas y 

máximas establecidas por este acuerdo, la naturaleza, la calidad y la duración de la gestión 

realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y 

demás circunstancias especiales directamente relacionadas con dicha actividad, que 

permitan valorar la labor jurídica desarrollada, sin que en ningún caso se puedan desconocer 

los referidos límites.” 

 

Ahora bien, el artículo 5.º fijó las tarifas de agencias en derecho, dependiendo la 

jurisdicción en la cual se encuentre el proceso, su naturaleza, las clases de pretensiones 

elevadas y la instancia respectiva. 

 

Para brindar una mayor explicación respecto de las agencias en derecho, la Corte 

Constitucional en la sentencia C-089 de 20022, al estudiar la constitucionalidad del 

derogado artículo 393 del CPC que contemplaba lo relativo a la liquidación de costas, 

señaló lo siguiente: 

 

“Por su parte, las agencias en derecho no son otra cosa que la 

compensación por los gastos de apoderamiento en que incurrió la parte 

vencedora, aún cuando pueden fijarse sin que necesariamente hubiere 

                                                 
1 Folio 32. 
2 C. Const. Sent. C-089, feb. 13/2002. M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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mediado la intervención directa de un profesional del derecho. No 

obstante, como lo señalan los intervinientes y lo ha explicado la propia 

Corte, esos valores son decretados a favor de la parte y no de su 

representante judicial, sin que deban coincidir con los honorarios pactados 

entra ésta y aquel3.” 

 

Y más adelante, acotó que:  

 

“El ordenamiento procesal civil adopta un criterio objetivo, no sólo para 

la condena, pues “se condena en costas al vencido en el proceso, incidente 

o recurso, independientemente de las causas del vencimiento”, sino 

también para la determinación de aquellas en cada uno de sus 

componentes, siguiendo en este punto la teoría moderna procesal pues, 

como lo señala Chiovenda, “la característica moderna del principio de 

condena en costas consiste precisamente en hallarse condicionada al 

vencimiento puro y simple, y no a la intención ni al comportamiento del 

vencido (mala fe o culpa)” .  En efecto, aun cuando el carácter de costas 

judiciales dependerá de la causa y razón que motivaron el gasto, y la forma 

en que se efectuó, su cuantificación está sujeta a criterios previamente 

establecidos por el legislador, quien expresamente dispuso que “solo habrá 

lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la 

medida de su comprobación (C.P.C., artículo 392-8).” 

 

De acuerdo con lo anterior, se procederá a analizar si es procedente o no, dar aprobación a 

la liquidación de costas efectuada por la Secretaría de la Subsección. 

 

2.  Elementos de orden fáctico  

 

A través de sentencia proferida el diez (10) de agosto de dos mil dieciocho (2018), la Sala 

de Decisión resolvió negar las pretensiones de la demanda presentada por el señor Rubén 

Darío Quiñónez Rengifo contra Colpensiones, y en tal virtud, de conformidad con el art. 

365 del CGP condenó en costas a la parte demandante, fijando como agencias en derecho 

la suma de cincuenta mil pesos mcte. ($50.000,oo) (fls. 116-121). 

 

La anterior decisión fue apelada y el Consejo de Estado, Sección Segunda, M.P. William 

Hernández Gómez, a través de sentencia de ocho (08) de octubre de dos mil veinte (2020), 

confirmó el fallo de primera instancia en su totalidad, y se abstuvo de condenar en costas 

de segunda de instancia a la parte actora (fls. 163-166).  

 

Con base en lo anterior, la Secretaría de la Subsección efectuó la liquidación de las costas 

del proceso, a través de oficio visible a folio 170 del expediente, dando así cumplimiento a 

lo dispuesto en los artículos 188 del CPACA y 366 del CGP, lo cual arrojó un valor total 

de cincuenta mil pesos mcte. ($50.000,oo), que fue lo correspondiente a las agencias en 

derecho fijadas en el fallo de primera instancia.  

 

En el mismo sentido, el Consejo de Estado indicó en sentencia de 3 de marzo de 20164 que 

se deben seguir los siguientes parámetros para determinar la causación de las costas:  

 

                                                 
3 C. Const. Sent. C-539, jul. 28/1999. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. “En el mismo sentido cfr. Corte Suprema de 

Justicia, Sala de Casación Civil, auto del 28 de junio de 1995, exp.4571 MP. Héctor Marín Naranjo.” 
4 C.E., Sec. Segunda, Sent. 2012-01460-01, mar. 3/2016. M.P. Gabriel Valbuena Hernández. 
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a) La legislación varió del CPC al CPACA para la condena en costas de un criterio 

subjetivo a uno objetivo; 

b) Toda sentencia “dispondrá” sobre costas, bien sea con condena total o parcial o con 

abstención;  

c) Se requiere que en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su 

comprobación (como sucede con el pago de gastos ordinarios del proceso y con la actividad 

profesional realizada dentro del proceso); 

d) La cuantía de la condena en agencias en derecho se hará atendiendo el criterio de la 

posición en la relación laboral, pues varía según sea parte vencida, si es el empleador o si 

es el trabajador (Acuerdo 1887 de 2003 Sala Administrativa del Consejo Superior de la 

Judicatura), la complejidad e intensidad de la participación procesal ; y, 

e) Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas. 

 

3. Decisión  

 

Por lo tanto, como quiera que el monto fijado por concepto de costas por parte de la 

Secretaría de la Subsección corresponde a su vez a las agencias en derecho tasadas en el 

fallo de primera instancia, y teniendo en cuenta que no hay lugar a agregar otro ítem a la 

liquidación, en atención a que la entidad accionada no demostró haber incurrido en gastos 

adicionales, la Sala Unitaria considera que la liquidación de costas se encuentra conforme 

a las disposiciones contenidas en el artículo 366 del CGP y el Acuerdo PSAA16-10554 del 

5 de Agosto de 2016 del Consejo Superior de la Judicatura, motivo por el cual se procederá 

a impartir aprobación a la liquidación efectuada. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Unitaria, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO.- APROBAR la liquidación de las costas y agencias en derecho realizada por 

la Secretaría de la Subsección, por un monto total de cincuenta mil pesos mcte 

($50.000,oo), de conformidad con las consideraciones del presente auto. 

 

SEGUNDO.- En firme esta decisión, por la Secretaría de la Subsección “E” se dispondrá 

el archivo del expediente, previas las anotaciones en el sistema de gestión judicial SAMAI. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

                                    
 

Firmado electrónicamente  

JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN  

Magistrado  
   

 

Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 

su encabezado, y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 

el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el 

enlace: http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador  
 

DV 

 

http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador
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I. ASUNTO 
 
Como quiera que se encuentra vencido el término de traslado de la demanda, es necesario 
fijar fecha para adelantar la audiencia inicial que señala el inciso 1.º del artículo 180 del 
CPACA. 
 
La actuación se dispondrá de conformidad con los parámetros establecidos por el Decreto 
Legislativo 806 de 4 de junio de 2020, en virtud del cual se adoptaron medidas para 
«implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones 
judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del 
servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica». 
 

II. ANTECEDENTES 
  
2.1 De la celebración de audiencia virtual: El Decreto Legislativo 806 de 4 de junio de 
2020, en virtud del cual se adoptaron medidas para «implementar las tecnologías de la 
información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos 
judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica», señaló que el mismo regiría tanto 
para los procesos en curso como para los nuevos, desde su publicación y durante dos años 
siguientes a partir de su expedición. 
 
El citado decreto estableció que la realización de audiencias o diligencias se llevarán a cabo 
por medios tecnológicos que garanticen la presencia de los sujetos procesales, sin necesidad 
de la autorización de que trata el parágrafo 2.º del artículo 107 del C.G.P1. 
 
En consecuencia, procede el Despacho a citar a las partes para la realización de la audiencia 
inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, la cual se llevará a cabo mediante 
el uso de la plataforma institucional Lifesize del Servicio de Audiencias Virtuales de la 
Rama Judicial, por lo que corresponde a las partes procesales contar con conexión de 
internet, con cualquier dispositivo tecnológico con audio, cámara y micrófono. 
 
Además de lo señalado anteriormente, las partes deberán: 
 

 
1 “PARÁGRAFO SEGUNDO. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá asignarle a un 
juez o magistrado coordinador la función de fijar las fechas de las audiencias en los distintos procesos a cargo de los 
jueces o magistrados del respectivo distrito, circuito o municipio al que pertenezca”. 
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-Acceder a través de correo electrónico a la plataforma de la plataforma Lifesize, quince 
(15) minutos antes de iniciar la audiencia para aceptar videollamada y realizar las pruebas 
de conectividad, audio y video para garantizar su asistencia virtual.  
 
-El acceso a la plataforma se realizará previa invitación por parte del Despacho, la cual será 
enviada por e-mail a los correos electrónicos informados por las partes en el proceso.  
 
-En caso de que cualquiera de las partes presente inconvenientes técnicos que impidan su 
participación virtual, deberá manifestarlo al Despacho con un plazo no inferior a dos (2) 
días a la fecha de realización de la audiencia, exponiendo las razones que limite el uso de 
cualquier medio tecnológico. 
 
-Con el fin de garantizar la autenticidad, integridad, conservación y posterior consulta de 
documentos y comunicaciones acreditados antes y durante el desarrollo de la audiencia, 
únicamente serán admisibles aquellos mensajes de datos originados desde el correo 
electrónico suministrado en la demanda, la contestación o cualquier otro acto procesal que 
hubiere sido dirigidos al correo institucional del Despacho: 
s02des14tadmincdm@notificacionesrj.gov.co  
 
-En el evento de presentarse sustitución o nuevo poder deberá allegarse al correo 
electrónico antes citado, previo a la realización de la diligencia, con sus respectivos anexos, 
en los términos del artículo 5 del Decreto 806 de 20202 . 
 
En consecuencia, se 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO:  Convóquese a las partes y a sus apoderados a la audiencia inicial de que trata 
el artículo 180 del CPACA, que se llevará a cabo el día veintisiete (27) de abril de dos mil 
veintiuno (2021) a las ocho y treinta de la mañana (8:30) de la mañana. De igual forma, 
convóquese al Agente del Ministerio Público asignado al proceso y a la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado a dicha audiencia.  
 
La diligencia se realizará, previo agendamiento, por medio de la plataforma Lifesize, de 
conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEGUNDO: Adviértase a las partes que deben concurrir obligatoriamente a través de sus 
apoderados, e igualmente, que su inasistencia no impedirá la realización de la mentada 
diligencia, y de las sanciones que ello acarrea; como una de las etapas que se debe agotar 
en dicha audiencia es la de conciliación, se requiere a la entidad accionada para que a través 
de su apoderado allegue la decisión adoptada por el comité de conciliación en lo que tiene 
que ver con el presente asunto.   
 
TERCERO: Notifíquese por estado electrónico a las partes de la presente providencia a 
las direcciones electrónicas suministradas por las partes, y atendiendo lo dispuesto en el 
Decreto 806 de 2020. 
 

 
2 “Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se podrán conferir mediante mensaje 
de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna 
presentación personal o reconocimiento”. 
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CUARTO: En firme esta decisión, regrese el expediente al despacho sustanciador para 
continuar con el trámite de rigor. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

Firmado electrónicamente 
JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
 
 
Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 
su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 
el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace: 
http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 
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Expediente:   25000-23-42-000-2018-01365-00 

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Edwin Norberto Gómez González 

Demandado:    Distrito Capital de Bogotá – Unidad Administrativa Especial 

Cuerpo Oficial de Bomberos – UAECOBB  

Asunto: Traslado para alegar de conclusión 

 

 

Una vez recaudadas las pruebas decretadas en audiencia inicial el 13 de agosto de 20191, y 

efectuado el debido traslado de las mismas el 2 de septiembre de 20192, se procede a correr 

traslado para alegar de conclusión.  

 

Así, de conformidad con lo establecido en el art. 181 del CPACA, y considerando que no 

se hace necesario fijar fecha y hora para la celebración de la audiencia de alegaciones y 

juzgamiento de que trata el art. 182 ibídem, en aras de garantizar los principios de celeridad 

y economía procesal, se corre traslado a las partes y al Agente del Ministerio Público para 

que presenten los escritos de alegatos de conclusión dentro de los diez (10) días siguientes 

a esta decisión. 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

Firmado electrónicamente 

JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
 

 

Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la fecha de 

su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado digital que arroja 

el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace: 

http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 

 

 
 

 
1 Expediente Digital Samai – Documento No. 35 

 

http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador
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Radicación: 25000-23-42-000-2019-01283-00 

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Ligia Stella León Torres   

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  

 

 

1. ASUNTO 

 
Procede el Despacho a pronunciarse sobre las pruebas aportadas al plenario y fijar el 

litigio correspondiente, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 20211, que adicionó el art. 182A a la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta los 

siguientes: 

 
2. ANTECEDENTES 

 

2.1. Por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho, la señora Ligia Stella León Torres demandó2 a la Nación – 
Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, en adelante FNPSM, con el objeto de obtener lo siguiente:  

 

2.1.1. La declaración de nulidad del acto administrativo ficto o presunto negativo, 

resultante del silencio de la administración frente a la petición radicada el 30 de octubre 
de 2018, en relación con el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago 

tardío de las cesantías.  

 

2.1.2. Como consecuencia de lo anterior, pretende que se condene al FNPSM a reconocer 

y pagar la indemnización moratoria a que tiene derecho por el no pago oportuno de sus 
cesantías, equivalente a un (1) día de salario por cada día de retardo, contado a partir de 

los setenta (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud de cesantías y hasta 

cuando se hizo el pago de las mismas, de conformidad con lo establecido en las Leyes 

244 de 1995 y 1071 de 2006.  

 
2.1.3. Pagar las sumas adeudadas debidamente actualizadas de conformidad con el IPC, 

junto con los intereses moratorios y/o corrientes, desde el momento que se hizo exigible 

la obligación hasta cuando se efectúe el pago total de la misma.  

 

 
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
2 Fols. 1-2   
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2.1.4. Dar cumplimento al fallo como lo dispone el artículo 192 del CPACA, y condenar 
en costas a la entidad demandada de conformidad con lo estipulado en el artículo 188 del 

CPACA. 

 

2.2. Contestación de FNPSM3. La entidad contestó la demanda en tiempo, 

oportunidad en la que propuso excepciones de fondo4; por otra parte, no aportó, ni solicitó 
el decreto de ningún medio de prueba.  

 

3. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN 

 

3.1. El art. 42 de la Ley 2080 de 20215, vigente a partir del 26 de enero de esta 
anualidad, día siguiente a su publicación, adicionó el art. 182A al CPACA, para regular la 

sentencia anticipada dentro de esta jurisdicción, indicando que es posible dictarla en 

varios eventos, así:  

 

- Antes de la audiencia inicial, cuando: (i) se trate de asuntos de puro derecho; (ii) no haya 

pruebas que practicar; (iii) solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas 

con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento; o (iv) cuando aquellas pruebas solicitadas sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles. 
 

- En cualquier etapa del proceso, cuando: (i) las partes lo soliciten de común acuerdo; (ii) 

el juez encuentre probada la cosa juzgada, la caducidad, la transacción, la conciliación, la 

falta manifiesta de legitimación en la causa y la prescripción extintiva; (iii) y finalmente, 

en caso de allanamiento o transacción.  
 

Sin embargo, de manera previa a llegar a esa etapa procesal, la norma dispuso que el juez 

o magistrado ponente, según el caso, se debe pronunciar: (i) sobre las pruebas cuando a 

ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del 

Proceso y, así mismo, (ii) fijará el litigio u objeto de controversia; por lo tanto, en seguida 
se procederá a abordar cada uno de estos presupuestos.  

 

3.2. Fijación del litigio 

 

3.2.1. De conformidad con lo expuesto en la demanda, se procederá a relacionar los 

hechos jurídicamente relevantes con el fin de fijar el litigio, lo que posteriormente 

permitirá el pronunciamiento sobre las pruebas, sin incluir argumentos de las pretensiones 

o interpretaciones jurídicas, pues ello corresponde al concepto de violación, por lo cual no 

necesariamente coinciden con la numeración de la demanda:  

 

HECHOS DE LA DEMANDA6 POSICIÓN DEL 

FOMAG7 

1. El 26 de octubre de 2016, la docente Ligia Stella León Torres 

solicitó al FNPSM el reconocimiento y pago de las cesantías 

(Fols. 21-22) 

Es cierto 

 
3 Fols. 49-52 
4 i) Término señalado como sanción moratoria a cargo del Fomag y la Fiduprevisora es menor al que señala la parte 

demandante; e ii) Imposibilidad de indemnizar conjuntamente intereses moratorios y sanción moratoria  
5 “Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo – 

Ley 1437 de 2011 – y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 

la jurisdicción” 
6 Folios 2-4 

7 Fol. 49 
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2. Con la Resolución No. 8986 de 22 de noviembre de 2017, el 
FNPSM reconoció las cesantías de la señora Ligia Stella León 

Torres (Fols. 21-22) 

Es cierto 

3. El 25 de enero de 2018, el FNPSM puso a disposición de la 

demandante el pago del auxilio de cesantías (Fol. 24) 

Es cierto 

4. El 30 de octubre de 2018, la señora Ligia Stella León Torres 
solicitó al FNPSM el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria por el pago tardío de su auxilio de cesantías, sin que 

se haya emitido una respuesta al respecto por parte de la entidad 

(Fols. 19-20) 

Es cierto 

 
3.2.2. Consenso o acuerdo 

 

De conformidad con lo anterior se puede establecer que hay consenso entre las partes en 

los hechos aceptados como “ciertos” por la entidad demandanda, los que además se 

encuentran acreditados en el expediente, respecto de los cuales no se requerirán el decreto 
o prácticas de pruebas. 

 

3.2.3. Diferencias o desacuerdos 

 
En cuanto a las diferencias relevantes entre las partes, se encontró que las mismas radican 

en que la señora Ligia Stella León Torres considera que es procedente el pago de la 

indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, modificada por la ley 1071 del 

2006, a partir de los setenta (70) días después de que debía hacerse el reconocimiento y 

pago de las cesantías y hasta el momento en que se hizo efectivo el pago, por no haberse 
proferido el acto administrativo y cancelado el mencionado auxilio dentro del término 

concedido por la ley. 

 

Por su parte, el FNPSM considera que la mora en el pago de las cesantías de la 

demandante se ocasionó por cuenta de la Secretaría de Educación Distrital, quien se 
demoró en expedir el respectivo acto administrativo de reconocimiento.   

 

3.2.4. De conformidad con lo anterior, se procede a fijar el objeto del litigio de la 

siguiente manera:  

 
Se trata de determinar si, ¿hay lugar a reconocer y pagar a la accionante la indemnización 

moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, al no 

haberse expedido la resolución de reconocimiento de sus cesantías definitivas y pagado 

las mismas dentro del término concedido para ello en la norma, o si por el contrario, tal 

retardo no es jurídicamente imputable al FNPSM, pues quien se demoró en expedir el 
acto administrativo de reconocimiento fue la Secretaría de Educación de Bogotá? 

 

3.3. Pronunciamiento sobre las pruebas 

 

El art. 173 del CGP, sobre las oportunidades probatorias, señaló:  
 

“ARTÍCULO 173. OPORTUNIDADES PROBATORIAS. Para que 

sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e 

incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados 

para ello en este código. 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas 

formuladas por las partes, el juez deberá pronunciarse expresamente 
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sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan 
aportado. El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, 

directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese 

sido atendida, lo que deberá acreditarse sumariamente. 

Las pruebas practicadas por comisionado o de común acuerdo por las 
partes y los informes o documentos solicitados a otras entidades públicas 

o privadas, que lleguen antes de dictar sentencia, serán tenidas en cuenta 

para la decisión, previo el cumplimiento de los requisitos legales para su 

práctica y contradicción.” 

 
Disposición que resulta concordante con el artículo 212 del CPACA, cuyos incisos 1.º y 

2.º preceptúan:  

 

“ARTÍCULO 212. OPORTUNIDADES PROBATORIAS. Para que 

sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e 

incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados 

en este código. 

En primera instancia, son oportunidades para aportar o solicitar la 

práctica de pruebas: la demanda y su contestación; la reforma de la 
misma y su respuesta; la demanda de reconvención y su contestación; las 

excepciones y la oposición a las mismas; y los incidentes y su respuesta, 

en este último evento circunscritas a la cuestión planteada. (…).” 

 

Conforme a lo anterior, se decretarán las siguientes pruebas:  
 

3.3.1.1 Con el valor probatorio que les asigna la ley, téngase como prueba los documentos 

aportados por la parte actora y que obran a folios 17 a 26 del expediente, los cuales se 

incorporaran a la presente actuación. 

 
3.3.1.2 No solicitó el decreto y la práctica de pruebas.  

 

Con fundamento en las consideraciones puestas en precedencia, la Sala Unitaria: 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Fijar el litigio en el presente asunto, como quedó expuesto en el acápite 

3.2.4. de la parte motiva de este proveído.  

   

SEGUNDO: Con el valor probatorio que les asigna la ley, téngase como prueba los 
documentos aportados por la parte actora y que obran a folios 17 a 26 del expediente, los 

cuales se incorporaran a la presente actuación. 

 

TERCERO: En firme esta decisión, regrese el expediente al despacho sustanciador para 

continuar con el trámite de rigor. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado electrónicamente 
JAIME ALBERTO GALEANO GARZÓN 

Magistrado 
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Nota. Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por el magistrado en la 

fecha de su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo 

SAMAI del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera que el certificado 

digital que arroja el sistema permite validar su integridad y autenticidad en el enlace: 
http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador 

 

http://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador


1 Decreto N° 806 de 2020, “ Por el cual se adoptan medidas para implementar las Tecnología de la información y las comunicaciones en 

las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” 
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Magistrado Ponente: LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO 

Bogotá  D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

 

Expediente N°:  

 

250002342000201604104-00. 

Demandante: Vilma Isabel Barros López. 

Demandado: Nación- Rama Judicial. 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del derecho.  

Controversia:             Prima Especial.  

 

 

Esta Sala del Tribunal asumió competencia para conocer de este medio de control en virtud de lo 

ordenado en el N° PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021 proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, “Por medio de la cual se crea una Sala Transitoria para el conocimiento de los procesos 

que se encuentran a cargo de los Conjueces de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca”, a ésta le correspondió conocer del proceso promovido por Vilma Isabel Barros 

López, contra la Nación – Rama Judicial. 
 

Como el fallo proferido fue  de carácter condenatorio, atendiendo lo preceptuado por el artículo 192 

inciso cuatro (4) del C.P.A.C.A., antes de resolverse sobre la concesión del recurso de apelación 

interpuesto por las partes, se ordena convocar a los sujetos procesales a AUDIENCIA de 

CONCILIACIÓN el día tres (3) de mayo de dos mil veintiuno (2021) a las ocho y cuarenta y 

cinco de la mañana (08:45 a.m),  la que se llevará a cabo de manera virtual atendiendo a lo dispuesto 

en el artículo 7° del Decreto 806 de 4 de junio del 20201, a través del aplicativo Microsoft Teams, 

cuyo enlace de invitación será remitido a las direcciones de correo electrónico indicadas en la 

demanda y en su contestación, una vez el presente proveído se encuentre ejecutoriado.  

 
Se le reconoce personería adjetiva a Jhon Cortés Salazar, identificado con número de cédula 

80.130.362 de Bogotá, con T.P. 305.261 del C.S. de la J. Poder otorgado por la Directora 

Administrativa de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva 

de Administración Judicial. (fl.260).  

 
Las solicitudes relacionadas con esta actuación procesal deberán ser remitidas al correo electrónico 

institucional del Despacho (des413ssec02tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co) con indicación del 

número de radicado de la referencia y de la parte representada por el remitente. 

 
Así mismo, de existir ánimo conciliatorio, deberá allegarse por cuenta de la entidad pública copia de 

la respectiva Acta del Comité de Conciliación; en caso contrario, se entenderá que no existe el 

mismo.  

 

Notifíquese y cúmplase. 

                                                    
 

                                       LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO  

Magistrado  

mailto:des06sec01tadmcmarca@cendoj.ramajudicial.gov.co


      TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SALA TRANSITORIA  

Magistrado Ponente: Dr. LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO 

 

Bogotá  D.C., veintiséis (26) de marzo de dos mil veintiuno (2021). 

 

 

Expediente No.:  11001333500720170027302 

Demandante: GERMÁN RICARDO PÁEZ MENDIETA  

Demandado: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL. 

Medio de Control: Nulidad y restablecimiento del 

derecho  

Controversia: Bonificación Judicial 

 

 

 

Esta Sala del Tribunal asumió competencia en virtud de lo ordenado en el 

Acuerdo PCSJA21-11738 de 5 de febrero de 2021, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, y en consecuencia, resuelve la corrección de la 

sentencia de segunda instancia de fecha 30 de octubre de dos mil veinte 

(2020), proferida por la Sección Segunda, Sala Transitoria de esta 

Corporación, en el proceso promovido por el señor GERMÁN RICARDO 

PÁEZ MENDIETA, contra la  NACIÓN – RAMA JUDICIAL. 

 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

El señor GERMÁN RICARDO PÁEZ MENDIETA, a través de apoderado 

judicial en ejercicio del Medio de Control de nulidad y restablecimiento 

del derecho, consagrada en el artículo 138 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, instauró demanda 

contra la NACIÓN – RAMA JUDICIAL, a fin de obtener las siguientes 

declaraciones y condenas:  

 

 

“1. Inaplicar por inconstitucional, en virtud del artículo 4° de la 

Constitución Política, las expresiones “y constituirá únicamente  

factor salarial para la base de cotización al  Sistema General de 

Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”, del 

artículo primero del Decreto 383 de 2013. 

 

 

2. Declarar la nulidad de la Resolución 3617 de 27 de marzo de 

2017, notificada el 7 de abril del mismo año, proferida por la 

Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial, mediante la 

cual se negó el reconocimiento y pago de la Bonificación Judicial 
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devengada en virtud del Decreto N° 0383 de 2013, de manera 

habitual mes a mes. 

 

 

3. Como consecuencia de lo anterior, y a título de Restablecimiento 

del Derecho, solicito que se ordene a la entidad demandada la 

reliquidación y pago retroactivo, indexado, con los respectivos 

intereses moratorios y sanciones por la mora en el pago, del reajuste 

de la asignación mensual y de todas las prestaciones sociales 

recibidas desde el 1 de enero de 2013 hasta que se haga el reajuste 

y en adelante, en virtud de la bonificación judicial mensual 

reconocida mediante el Decreto N° 0383 del 6 de marzo de 2013, 

como remuneración con carácter salarial, con las consecuencias 

prestacionales incluidas las cesantías e intereses a las cesantías de 

esta bonificación mensual como salario. 

 

 

4. Que se ordenen a la demandada a actualizar los valores 

mencionados en el numeral anterior a la fecha de pago, tal como lo 

dispone el artículo 187 del C.P.A.C.A 

 

 

5. Que la demandada de cumplimiento a la sentencia en los términos 

del artículo 192 del C.P.A.C.A. 

 

 

6. Que se condene a la demandada al pago de costas procesales y 

agencias en derecho” 

 

  

 

Agotado el debido proceso contencioso administrativo, el 31 de octubre 

de 2020, este Tribunal profirió sentencia de segunda instancia accediendo 

a las pretensiones de la demanda, en los siguientes términos: 

 

 

“PRIMERO: Declarar la excepción de inconstitucionalidad de la palabra 

“únicamente” contenida en el párrafo final del artículo 1 del Decreto 383 

de 2013, e inaplicarla para los efectos inter partes del proceso promovido 

por GERMÁN RICARDO PÉREZ GIRALDO, contra la NACIÓN - RAMA 

JUDICIAL., a fin de considerar que la bonificación judicial sí constituye 

factor salarial para la base de liquidación de todas las prestaciones sociales 

y cotización de aportes al Sistema General de Pensiones y Sistema General 

de Seguridad Social en Salud, a que tiene derecho el demandante, de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

 

 

SEGUNDO: Declarar probada parcialmente la excepción de prescripción 

propuesta por la Nación- Rama Judicial, sobre los derechos causados con 

anterioridad al 9 de marzo de 2014. 
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TERCERO: Declarar la nulidad de la Resolución N° 3617 de 27 de marzo de 

2017, emitida por la Dirección Ejecutiva de Administración Ejecutiva, por 

medio de la cual se le negó al demandante, el carácter de factor salarial de 

la bonificación judicial establecida en el Decreto 0383 del 6 de marzo de 

2013, modificado por el Decreto 1269 del 9 de junio de 2015, para la 

liquidación y pago de todas las prestaciones sociales que le hubiesen sido 

pagadas a partir del 9 de marzo de 2014. 

 

CUARTO: A título de restablecimiento del derecho, condenar a la NACIÓN 

- RAMA JUDICIAL, a reconocer, reliquidar y pagar a favor de GERMÁN 

RICARDO PÉREZ GIRALDO, los valores por las prestaciones sociales, tales 

como: prima de navidad, prima semestral, prima de productividad, 

vacaciones, prima de vacaciones, bonificación por servicios, cesantías e 

intereses a las cesantías y demás emolumentos que por derecho le 

correspondan a él, tomando como factor salarial la bonificación judicial 

establecida en  el Decreto 0383 de 2013,  a partir del día 9 de marzo de 

2014 y mientras sea titular del derecho aquí reconocido, descontando lo 

ya pagado sin la inclusión indicada, de conformidad con lo expuesto en la 

parte motiva de esta sentencia.” 

 

 

 

 

Mediante escrito presentado el 7 de diciembre de 2020, el apoderado de la 

parte demandante, advirtió que en la sentencia proferida en el numeral 

primero y quinto, se trascribió de manera equivocada el nombre del 

demandante que corresponde a GERMÁN RICARDO PÁEZ MENDIETA, y no 

por el de GERMÁN RICARDO PÉREZ GIRALDO. 

 

 

Ahora bien, de conformidad con el principio de seguridad jurídica la 

sentencia es inmodificable por el juez que la dictó, así pues, quien una vez 

profiere la decisión judicial pierde la competencia respecto del asunto por 

él resuelto, quedando únicamente facultado, y de manera excepcional, 

para aclararla, corregirla y adicionarla en los precisos términos de los 

artículos 285, 286 y 287 del Código General del Proceso. 

 

 

En efecto, el artículo 286 del Código General del Proceso al referirse a la 

de errores aritméticos y otros en de las providencias establece lo siguiente: 

 

 

“Artículo 286. Corrección de errores aritméticos y otros. Toda 

providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético 
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puede ser corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de 

oficio o a solicitud de parte, mediante auto. 

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se 

notificará por aviso. 

 

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error 

por omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre 

que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella.” 

(Negrillas del Despacho). 

 

 

Al analizar el caso concreto, se observa que en efecto toda la sentencia y 

en los numerales primero y cuarto de la parte resolutiva contiene el 

advertido error, pues, efectivamente el nombre del demandante 

corresponde a GERMÁN RICARDO PÁEZ MENDIETA, y no el de GERMÁN 

RICARDO PÉREZ GIRALDO, por lo que sin lugar a dudas ese lapsus 

involuntario debe ser corregido como se pidió.  

 

 

En mérito de lo expuesto el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Segunda, Sala Transitoria. 

  

 

RESUELVE: 

 

 

CORREGIR EL ERROR visible en el ordinal PRIMERO y CUARTO de la parte 

resolutiva de la sentencia del 30 de octubre de 2020, dictada en el proceso 

promovido por GERMÁN RICARDO PÁEZ MENDIETA, contra la NACIÓN – 

RAMA JUDICIAL, y por tanto el mismo quedará así: 

 

 

PRIMERO: Declarar la excepción de inconstitucionalidad de la palabra 

“únicamente” contenida en el párrafo final del artículo 1 del Decreto 383 

de 2013, e inaplicarla para los efectos inter partes del proceso promovido 

por GERMÁN RICARDO PÁEZ MENDIETA, contra la NACIÓN - RAMA 

JUDICIAL., a fin de considerar que la bonificación judicial sí constituye 

factor salarial para la base de liquidación de todas las prestaciones sociales 

y cotización de aportes al Sistema General de Pensiones y Sistema General 

de Seguridad Social en Salud, a que tiene derecho el demandante, de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

  

CUARTO: A título de restablecimiento del derecho, condenar a la NACIÓN 

- RAMA JUDICIAL, a reconocer, reliquidar y pagar a favor de GERMÁN 

RICARDO PÁEZ MENDIETA, los valores por las prestaciones sociales, tales 

como: prima de navidad, prima semestral, prima de productividad, 

vacaciones, prima de vacaciones, bonificación por servicios, cesantías e 
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intereses a las cesantías y demás emolumentos que por derecho le 

correspondan a él, tomando como factor salarial la bonificación judicial 

establecida en  el Decreto 0383 de 2013,  a partir del día 9 de marzo de 

2014 y mientras sea titular del derecho aquí reconocido, descontando lo 

ya pagado sin la inclusión indicada, de conformidad con lo expuesto en la 

parte motiva de esta sentencia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Constancia: La presente providencia ha sido proferida a través de las tecnologías 

de la información y firmada por los magistrados  que conforman la Sala 

Transitoria de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

mediante el aplicativo SAMAI, con el fin de garantizar su autenticidad, integridad, 

conservación y posterior consulta, por virtud del artículo 46 de la Ley 2080 de 

2021, modificatorios del artículo 186 del CPACA. 



1 Decreto N° 806 de 2020, “ Por el cual se adoptan medidas para implementar las Tecnología de la información y las comunicaciones en 

las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” 
2Demandante: mercado_esther@hotmail.com  Demandado: jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  Ministerio Público.  
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Bogotá  D.C., veintiuno  (21) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

Expediente N°:  

 

250002342000201702071-00 

Demandante: Francia Elena Morales Muñoz. 

Demandado: Nación- Fiscalía General de la Nación 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del derecho.  

Controversia:             Prima Especial y Bonificación Judicial.  

Esta Sala del Tribunal asumió competencia para conocer de este medio de control en virtud de lo 

ordenado en el N° PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021 proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, “Por medio de la cual se crea una Sala Transitoria para el conocimiento de los procesos 

que se encuentran a cargo de los Conjueces de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca”, a ésta le correspondió conocer del proceso promovido por Francia Elena 

Morales Muñoz, contra la Nación – Fiscalía General de la Nación. 

 
Se convoca a los sujetos procesales a AUDIENCIA de CONCILIACIÓN, como el fallo proferido es 

de carácter condenatorio, atendiendo lo preceptuado por el artículo 192, inciso cuatro (4) del 

C.P.A.C.A. ley 1437 de 2011, antes de resolverse sobre la concesión del recurso de apelación 

interpuesto por las partes, se ordenará citar a las partes a una audiencia, la cual se llevará a cabo de 

manera virtual atendiendo a lo dispuesto en el artículo 7° del Decreto 806 de 4 de junio del 20201, el 

día tres (3) de mayo de dos mil veintiuno (2021) a las nueve y cuarenta y cinco de la mañana 

(09:45 a.m.), a través del aplicativo Microsoft Teams, cuyo enlace de invitación será remitido a las 

direcciones de correo electrónico indicadas en la demanda2 y en su contestación, una vez el presente 

proveído se encuentre ejecutoriado.  

 
Las solicitudes relacionadas con esta actuación procesal deberán ser remitidas al correo electrónico 

institucional del Despacho (des413ssec02tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co) con indicación del 

número de radicado de la referencia y de la parte representada por el remitente. 

 
Así mismo, de existir ánimo conciliatorio, deberá allegarse por cuenta de la entidad pública copia de 

la respectiva Acta del Comité de Conciliación; en caso contrario, se entenderá que no existe el 

mismo.  

 

 

Notifíquese y cúmplase. 

 

 

  

                                       LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO  

Magistrado  
 

mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co
mailto:des06sec01tadmcmarca@cendoj.ramajudicial.gov.co


1 Decreto N° 806 de 2020, “ Por el cual se adoptan medidas para implementar las Tecnología de la información y las comunicaciones en 

las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” 

 

           

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SALA TRANSITORIA 

Magistrado Ponente: LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO 

 

Bogotá  D.C.,  veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno  (2021). 

 

 

Expediente N°:  

 

250002342000201801240-00 

Demandante: Gladys Virginia Guevara Puentes 

Demandado: Nación- Procuraduría General de la Nación  

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del derecho.  

Controversia:             Prima Especial. 

 

 

Esta Sala del Tribunal asumió competencia para conocer de este medio de control en virtud de lo 

ordenado en el N° PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021 proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, “Por medio de la cual se crea una Sala Transitoria para el conocimiento de los procesos 

que se encuentran a cargo de los Conjueces de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca”, a ésta le correspondió conocer del proceso promovido por Gladys Virginia 

Guevara Puentes, contra la Nación – Procuraduría General de la Nación. 
 

Como el fallo proferido fue  de carácter condenatorio, atendiendo lo preceptuado por el artículo 192 

inciso cuatro (4) del C.P.A.C.A., antes de resolverse sobre la concesión del recurso de apelación 

interpuesto por las partes, se ordena convocar a los sujetos procesales a AUDIENCIA de 

CONCILIACIÓN el día tres (3) de mayo de dos mil veintiuno (2021) a las diez y cuarenta y 

cinco de la mañana (10:45 a.m),  la que se llevará a cabo de manera virtual atendiendo a lo dispuesto 

en el artículo 7° del Decreto 806 de 4 de junio del 20201, a través del aplicativo Microsoft Teams, 

cuyo enlace de invitación será remitido a las direcciones de correo electrónico indicadas en la 

demanda y en su contestación, una vez el presente proveído se encuentre ejecutoriado.  

 
Las solicitudes relacionadas con esta actuación procesal deberán ser remitidas al correo electrónico 

institucional del Despacho (des413ssec02tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co) con indicación del 

número de radicado de la referencia y de la parte representada por el remitente. 

 
Así mismo, de existir ánimo conciliatorio, deberá allegarse por cuenta de la entidad pública copia de 

la respectiva Acta del Comité de Conciliación; en caso contrario, se entenderá que no existe el 

mismo.  

 

 

Notifíquese y cúmplase. 

 

                                                  
  

                                       LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO  

Magistrado  
 

mailto:des06sec01tadmcmarca@cendoj.ramajudicial.gov.co


1 Decreto N° 806 de 2020, “ Por el cual se adoptan medidas para implementar las Tecnología de la información y las comunicaciones en 

las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” 

 

           

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SALA TRANSITORIA 

Magistrado Ponente: LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO 

Bogotá  D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno  (2021). 

 

 

Expediente N°:  

 

250002342000201801530-00 

Demandante: María Eugenia Carreño Gómez. 

Demandado: Nación- Procuraduría General de la Nación  

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del derecho.  

Controversia:             Prima Especial. 

 

 

Esta Sala del Tribunal asumió competencia para conocer de este medio de control en virtud de lo 

ordenado en el N° PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021 proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, “Por medio de la cual se crea una Sala Transitoria para el conocimiento de los procesos 

que se encuentran a cargo de los Conjueces de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca”, a ésta le correspondió conocer del proceso promovido por María Eugenia 

Carreño Gómez, contra la Nación – Procuraduría General de la Nación. 
 

Como el fallo proferido fue  de carácter condenatorio, atendiendo lo preceptuado por el artículo 192 

inciso cuatro (4) del C.P.A.C.A., antes de resolverse sobre la concesión del recurso de apelación 

interpuesto por las partes, se ordena convocar a los sujetos procesales a AUDIENCIA de 

CONCILIACIÓN el día tres (3) de mayo de dos mil veintiuno (2021) a las nueve de la mañana 

(9:00 a.m),  la que se llevará a cabo de manera virtual atendiendo a lo dispuesto en el artículo 7° del 

Decreto 806 de 4 de junio del 20201, a través del aplicativo Microsoft Teams, cuyo enlace de 

invitación será remitido a las direcciones de correo electrónico indicadas en la demanda y en su 

contestación, una vez el presente proveído se encuentre ejecutoriado.  

 

Se le reconoce personería adjetiva a Sergio Segura Alfonso, identificado con número de cédula 

1.010.218.192 de Bogotá, con T.P. 320.448 del C.S. de la J. Poder otorgado por el Jefe de la Oficina 

Jurídica de la Procuraduría General de la Nación. (fl.188).  

 
Las solicitudes relacionadas con esta actuación procesal deberán ser remitidas al correo electrónico 

institucional del Despacho (des413ssec02tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co) con indicación del 

número de radicado de la referencia y de la parte representada por el remitente. 

 
Así mismo, de existir ánimo conciliatorio, deberá allegarse por cuenta de la entidad pública copia de 

la respectiva Acta del Comité de Conciliación; en caso contrario, se entenderá que no existe el 

mismo.  

 

Notifíquese y cúmplase. 

                                                 
LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO 

Magistrado 
 

mailto:des06sec01tadmcmarca@cendoj.ramajudicial.gov.co


1 Decreto N° 806 de 2020, “ Por el cual se adoptan medidas para implementar las Tecnología de la información y las comunicaciones en 

las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” 
2Demandante: mercado_esther@hotmail.com  Demandado: jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  Ministerio Público.  

 

           

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SALA TRANSITORIA 

Magistrado Ponente: LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO 

 

Bogotá  D.C., veintiuno  (21) de abril de dos mil veintiuno (2021). 

 

Expediente N°:  

 

250002342000201802247-00 

Demandante: Nidya Carrillo Ortiz. 

Demandado: Nación- Fiscalía General de la Nación 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del derecho.  

Controversia:             Prima Especial y Bonificación Judicial.  

Esta Sala del Tribunal asumió competencia para conocer de este medio de control en virtud de lo 

ordenado en el N° PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021 proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, “Por medio de la cual se crea una Sala Transitoria para el conocimiento de los procesos 

que se encuentran a cargo de los Conjueces de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca”, a ésta le correspondió conocer del proceso promovido por Nidya Carrillo Ortiz, 

contra la Nación – Fiscalía General de la Nación. 

 
Se convoca a los sujetos procesales a AUDIENCIA de CONCILIACIÓN, como el fallo proferido es 

de carácter condenatorio, atendiendo lo preceptuado por el artículo 192, inciso cuatro (4) del 

C.P.A.C.A. ley 1437 de 2011, antes de resolverse sobre la concesión del recurso de apelación 

interpuesto por las partes, se ordenará citar a las partes a una audiencia, la cual se llevará a cabo de 

manera virtual atendiendo a lo dispuesto en el artículo 7° del Decreto 806 de 4 de junio del 20201, el 

día tres (3) de mayo de dos mil veintiuno (2021) a las diez de la mañana (10:00 a.m.), a través 

del aplicativo Microsoft Teams, cuyo enlace de invitación será remitido a las direcciones de correo 

electrónico indicadas en la demanda2 y en su contestación, una vez el presente proveído se encuentre 

ejecutoriado.  

 

Se le reconoce personería adjetiva a Luz Elena Botero Larrarte, identificada con número de cédula 

20.651.604, con T.P. 68.746 del C.S. de la J. Poder otorgado por la Directora Estratégica II de la 

Dirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía. (fl.253). 

 
Las solicitudes relacionadas con esta actuación procesal deberán ser remitidas al correo electrónico 

institucional del Despacho (des413ssec02tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co) con indicación del 

número de radicado de la referencia y de la parte representada por el remitente. 

 
Así mismo, de existir ánimo conciliatorio, deberá allegarse por cuenta de la entidad pública copia de 

la respectiva Acta del Comité de Conciliación; en caso contrario, se entenderá que no existe el 

mismo.  

 

 

Notifíquese y cúmplase. 

  

                                       LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO  

Magistrado  
 

mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co
mailto:des06sec01tadmcmarca@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

1 Decreto N° 806 de 2020, “ Por el cual se adoptan medidas para implementar las Tecnología de la información y las comunicaciones en 

las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SALA TRANSITORIA 
 

Magistrado Ponente: Dr. LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO 

Bogotá  D.C.,   veintiuno (21) abril de dos mil veintiuno (2021). 

 
Expediente No.:  

 
2500023420002020-135-00 

Demandante: Johanna Marcela Torres Abadía.  

Demandado: Nación- Rama Judicial. 

Acción: Nulidad y Restablecimiento del derecho.  
Controversia:         Prima Especial.  

De conformidad con el PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, proferido por el 
Consejo Superior de la Judicatura, “Por medio de la cual se crea una Sala 
Transitoria para el conocimiento de los procesos que se encuentran a cargo de los 
Magistrados de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca”, 
a ésta le correspondió conocer del proceso promovido por Johanna Marcela 
Torres Abadía, contra la Nación – Rama Judicial. 

 
Se convoca a los sujetos procesales a AUDIENCIA INICIAL de que trata el artículo 
180 de la Ley 1437 de 2011, la cual se llevará a cabo de manera virtual atendiendo 
a lo dispuestos en el artículo 7° del Decreto 806 del 4 de junio del 20201, el día 
veintinueve (29) de abril de dos mil veintiuno (2021) a las ocho y treinta de la 
mañana (08:30 a.m.) a través del aplicativo Microsoft Teams, cuyo enlace de 
invitación será remitido a las direcciones de correo electrónico indicadas en la 
demanda2 y en su contestación, una vez el presente proveído se encuentre 
ejecutoriado.  
 
Se le reconoce personería adjetiva a Angélica Paola Arévalo Coronel, identificada 
con número de cédula 1.018.406.144 de Bogotá, con T.P. 192.088 del C.S. de la J. 

Poder otorgado por la Directora Administrativa de Administración Judicial. (fl.56).  
 
Las solicitudes relacionadas con esta actuación procesal deberán ser remitidas al 
correo electrónico institucional del Despacho 
(des413ssec02tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co) con indicación del número 
de radicado de la referencia y de la parte representada por el remitente. 
 
Así mismo, de existir ánimo conciliatorio, deberá allegarse por cuenta de la entidad 
pública copia de la respectiva Acta del Comité de Conciliación; en caso contrario, 
se entenderá que no existe el mismo.  

 
Notifíquese y cúmplase. 

 

 
LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO  

Magistrado  
 

mailto:des06sec01tadmcmarca@cendoj.ramajudicial.gov.co

